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5094 Sala Segunda. STC 39/2000, de 14 de febre-
ro de 2000. Recurso de amparo 3.029/96
y 1.040/97. Promovidos por don Vicente
Colomo Sueiro y doña Carolina Soria Yubero
frente a los Autos de la Audiencia Provincial
de Burgos que, rechazando la nulidad de
actuaciones solicitada, confirmó los dictados
por el Juzgado de Primera Instancia núm. 6
de Burgos que adjudicaron a un tercero la
vivienda de los recurrentes. Vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión: notificación edictal de la subasta de
una vivienda, en ejecución de una Sentencia
firme.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente SENTENCIA

En los recursos de amparo acumulados núms.
3.029/96 y 1.040/97, promovidos por don Vicente
Colomo Sueiro y doña Carolina Soria Yubero, represen-
tados por el Procurador de los Tribunales don Manuel
Infante Sánchez y asistidos por el Letrado don Ramiro
C. Robador Abaigar, el primero, contra el Auto del Juz-
gado de Primera Instancia núm. 6 de Burgos, de 27 de
m a r z o d e 1 9 9 6 ,
por el que se adjudican a un tercero bienes públicamente
subastados, recaído en juicio ejecutivo 333/91 sobre
reclamación de cantidad, y, el segundo, contra el Auto
de la Sección Tercera de la Audiencia Provincial de Bur-
gos 96/97, de 19 de febrero, confirmatorio en apelación
del Auto del Juzgado de Primera Instancia núm. 6 de
Burgos, de 14 de octubre de 1996, desestimatorio de
la nulidad de actuaciones instada frente al Auto prime-
ramente impugnado. Ha sido parte don Antonio Cenea
Bernedo, que actúa representado por la Procuradora de
los Tribunales doña María José Millán Valero y asistido
por la Letrada doña Esperanza Garilleti Cuevas. Han sido
asimismo partes la entidad «Sogacal, S. G. R.», en el
recurso núm. 3.029/96, y la entidad «Iberaval, S. G. R.»,
resultante de la integración de la anterior y otra (Soteca),
en el recurso núm. 1.040/97, representadas por el Pro-
curador de los Tribunales don José M. Dorremochea
Aramburu y bajo la dirección letrada de don Fernando
López Iglesias. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha
sido Ponente el Magistrado don Tomás S. Vives Antón,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 25
de julio de 1996, el Procurador de los Tribunales don
Manuel Infante Sánchez, en nombre y representación
de don Vicente Colomo Sueiro y doña Carolina Soria
Yubero, interpuso recurso de amparo contra el Auto del
Juzgado de Primera Instancia núm. 6 de Burgos, de 27
de marzo de 1996, recaído en juicio ejecutivo
333/1991, sobre reclamación de cantidad.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, en síntesis, los siguientes:

a) La entidad mercantil «Casablanca Miranda, S. L.»,
domiciliada en Miranda de Ebro y representada por don
Vicente Colomo, concertó una póliza de préstamo con
el Banco Popular Español, siendo afianzada esta ope-

ración por la «Sociedad de Garantía Recíproca Caste-
llano-Leonesa, S. G. R.». Como cobertura de dicha garan-
tía, se suscribió asimismo una póliza de afianzamiento
por la que «Casablanca Miranda, S. L.», los solicitantes
de amparo y don José Ramos Jiménez Plaza avalaban
a su vez a la Sociedad de Garantía Recíproca.

b) Ante el impago parcial del préstamo, se formuló
por parte de Sogacal demanda de juicio ejecutivo contra
la mercantil anteriormente referida y sus avalistas, que
se tramitó en el Juzgado de Primera Instancia núm. 6
de Burgos. Los solicitantes de amparo, si bien fueron
citados a través del Juzgado de Primera Instancia de
Miranda de Ebro, no se personaron en los autos, siendo
declarados en rebeldía con fecha 4 de marzo de 1992.
No obstante, el siguiente día 13 de abril se notificó per-
sonalmente al señor Colomo Sueiro tanto la Sentencia,
de 7 de marzo de 1992, estimatoria de la demanda,
contra la que no consta que se interpusiese recurso de
apelación, como el Auto, de 17 de marzo siguiente, dic-
tado en aclaración. Y, con posterioridad, se le hacen
nuevas notificaciones en orden a la aportación de con-
trato de arrendamiento de local de negocio, designación
de perito, etc.

c) En providencia de 11 de enero de 1996 que acor-
dó las fechas para sacar a subasta los bienes embar-
gados —una vivienda y un vehículo—, no obstante acor-
darse la publicación por edictos, se acuerda notificar
personalmente dicha resolución al demandado remitién-
dole copia de la misma por correo certificado, con acuse
de recibo, y, subsidiariamente, se acuerda que, «de no
ser posible la notificación personal a los demandados
respecto del día y hora del remate, quedarán enterados
de tales particulares por la publicación del presente edic-
to». Remitido el certificado al domicilio de «Casablanca
Miranda, S. L.», en la notificación efectuada por el servicio
de Correos se observa cómo ésta es el único destinatario
de la misma y se hace constar con una cruz que la
carta fue rehusada por dicha sociedad.

d) Según afirman los solicitantes de amparo, la
subasta, en la que se adjudicó a la actora el piso en
calidad de cederlo a un tercero, se celebró sin tener
ellos conocimiento de la misma. Y por Auto, de 27 de
marzo de 1996 —rectificado, a instancia de la actora,
por Auto de 10 de abril de 1996— se adjudicó la vivienda
a un tercero, el señor Cenea Bernedo, por la cantidad
de 3.927.000 pesetas.

Notificada dicha adjudicación por parte del propio
adjudicatario, con fecha de 5 de julio de 1996, los due-
ños y moradores de la vivienda acudieron al Juzgado
solicitando copia de dicha resolución, en vista de la cual
solicitaron, por escrito de 18 de julio de 1996, la nulidad
de actuaciones ante el Juzgado —que ulteriormente la
denegó, por Auto de 14 de octubre de 1996— al tiempo
que, sin advertencia alguna al respecto, interpusieron
demanda de amparo contra el ya referido Auto el 25
de julio de 1996.

3. En la demanda de amparo se invoca como vul-
nerado el derecho a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión (art. 24.1 C.E.), por cuanto el órgano judicial
no actuó con la diligencia razonable que, según la juris-
prudencia constitucional, ha de exigirse en lo tocante
a los actos de comunicación procesal. Sostienen los
demandantes que, tal y como se venía haciendo a lo
largo del proceso, debió habérseles notificado asimismo
personalmente la providencia por la que se determinaba
la fecha de celebración de la subasta, de modo que,
al no haberse procedido así y habérseles privado de la
oportunidad de intervenir en la misma, se lesionó su
derecho a la tutela judicial efectiva.

Solicitan que se declare la nulidad de las actuaciones
posteriores a la providencia de 11 de marzo de 1996
y, por otrosí, la suspensión de la ejecución del Auto de
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adjudicación de bienes y, en concreto, del desalojo de
la vivienda por tratarse del domicilio habitual de los
demandantes.

4. Requerida del Juzgado de Primera Instancia
núm. 6 de Burgos la remisión de las actuaciones corres-
pondientes al juicio ejecutivo núm. 333/1991 —por pro-
videncia de 7 de octubre de 1996—, la Sección Cuarta
acuerda, por providencia de 20 de febrero de 1997,
la admisión a trámite del recurso así como requerir al
Juzgado el emplazamiento de quienes, con excepción
de los recurrentes, hubieran sido parte en el procedi-
miento a fin de que pudiesen comparecer en el recurso
de amparo.

5. Por providencia de la misma fecha, se acuerda
formar la oportuna pieza para la tramitación del incidente
sobre suspensión y, con arreglo a lo establecido en el
art. 56 LOTC, conceder un plazo común de tres días
a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal para alegar
lo que estimasen pertinente sobre dicha suspensión. Eva-
cuado el trámite —mediante escritos registrados en este
Tribunal el 5 y 11 de marzo de 1997—, por Auto de
la Sala Segunda, de 7 de abril de 1997, se acuerda
suspender la ejecución del Auto impugnado, exclusiva-
mente, en lo concerniente al bien inmueble adjudicado.

Instada por dos veces, primero, por el señor Cenea
Bernedo y «Sogacal, S. G. R.» —por los perjuicios cau-
sados y por la ocultación de la nulidad de actuaciones
intentada en vía judicial ordinaria por los recurrentes—
y, en una segunda ocasión, por el señor Cenea Bernedo,
con el apoyo de la entidad «Iberaval, S. G. R.» —por
haber dejado de ser el inmueble objeto de las actua-
ciones el domicilio familiar de los recurrentes—, también
por dos veces decidió denegar la Sala Segunda, median-
te Autos, de 21 de julio de 1997 y 15 de junio de 1998,
la modificación de la suspensión acordada en el presente
recurso de amparo.

6. Por providencia de 8 de mayo de 1997, la Sec-
ción Cuarta acordó tener por personados y parte a los
Procuradores señora Millán Valero y señor Dorremochea
Aramburu, en representación de don Antonio Cenea Ber-
nedo y de la sociedad «Sogacal, S. G. R.», así como
dar vista de las actuaciones recibidas, por plazo común
de veinte días, a las partes y al Ministerio Fiscal para
que, de conformidad con el art. 52.1 LOTC, y dentro
de dicho término, pudiesen presentar las alegaciones
que estimasen pertinentes.

7. Los demandantes de amparo cumplimentaron el
trámite mediante escrito que, procedente del Juzgado
de Guardia de Madrid, se registró en este Tribunal el
día 7 de junio de 1997, y en el que, en lo sustancial,
vienen a darse por reproducidas las alegaciones ya for-
muladas en la demanda.

8. La representación procesal de «Sogacal, S. G. R.»
cumplió el trámite mediante escrito registrado en este
Tribunal el 3 de junio de 1997 en el que, tras una somera
exposición de los antecedentes, formuló sus alegaciones
subrayando, en primer término, la deslealtad procesal
de los demandantes que al interponer el recurso de
amparo ocultaron al Tribunal Constitucional la existencia
de un incidente de nulidad de actuaciones pendiente
ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 6 de Burgos,
luego denegado por Auto de 14 de octubre de 1996,
recurrido en apelación y confirmado por Auto de la
Audiencia Provincial de Burgos, de 19 de febrero
de 1997. Según sostiene, esta circunstancia sería deter-
minante de la inadmisibilidad o, en su defecto, de la
denegación del amparo solicitado por vulneración de
lo previsto en los arts. 43.3 y 44.1 a) LOTC. Y, en cuanto
al fondo de la pretensión deducida en amparo, «Sogacal,
S. G. R.», hace suyos y tiene por íntegramente repro-

ducidos los fundamentos jurídicos de la última resolución
mencionada —que, en lo sustancial, niega que la ausencia
de entrega efectiva de la notificación, por correo cer-
tificado, de la subasta causase perjuicio alguno a los
demandados.

Se suplica del Tribunal Constitucional que se declare
la inadmisibilidad de la demanda de amparo y, en su
defecto, que se deniegue el amparo. Y, por otrosí, que
se deje sin efecto la suspensión de la resolución impug-
nada por los demandantes que, sin audiencia a esta par-
te, se acordó por Auto de 7 de abril de 1997.

9. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
guardia el 5 de junio de 1997, y registrado en este
Tribunal el siguiente día 7, formuló sus alegaciones don
Antonio Cenea Bernedo. Tras relatar los antecedentes
de hecho y llamar la atención sobre la mala fe de los
demandantes de amparo por haber ocultado al Tribunal
Constitucional la solicitud de nulidad de actuaciones ins-
tada ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 6 de
Burgos por las mismas razones invocadas en la demanda
de amparo, se interesa la denegación del presente recur-
so por la causa prevista en el art. 44.1 a) LOTC. Y en
relación con el fondo de la queja, se sostiene la inexis-
tencia de la pretendida indefensión padecida por cuanto
ni se habría infringido disposición procesal exigible algu-
na, ni cabría hablar tampoco de indefensión material
pues, aunque optaron por no personarse, los actuales
demandantes tuvieron perfecto conocimiento del pro-
cedimiento seguido contra ellos. No pudiendo alegar
indefensión quien la haya provocado con su propia
conducta.

Por no ser otro el objeto del presente recurso de
amparo —se dice— que el aplazamiento de la puesta
a disposición de su legítimo propietario de la vivienda,
se suplica al Tribunal Constitucional que lo deniegue.
Y, por otrosí que, no habiéndose oído a esta parte, se
revoque la suspensión acordada o, subsidiariamente, se
condicione a la constitución de fianza suficiente.

10. El Ministerio Fiscal evacuó, por su parte, el tras-
lado conferido, por escrito registrado en este Tribunal
el 11 de junio de 1997, mediante el que interesa el
otorgamiento del amparo solicitado.

Sostiene el Fiscal que el hecho de hallarse los deman-
dados en rebeldía y de que, personalmente notificados,
decidiesen libremente no recurrir la Sentencia no les
hace automáticamente acreedores a notificaciones no
personales. En lógica consecuencia, el Juez acordó la
notificación personal a los cónyuges, lo cual era factible,
por constar el domicilio en numerosos documentos (pó-
liza de afianzamiento, Registro de la propiedad, escritos
de la actora, etc.). Por tanto, habiéndoseles citado por
correo certificado en domicilio de la mercantil deman-
dada, devuelto el aviso de recibo de la infructuosa cita-
ción para la subasta, debió haber suspendido el Juez
el acto volviéndoles a citar en el domicilio conocido de
la calle Concepción Arenal de la misma ciudad de Miran-
da de Ebro. En la medida en que no se actuó así, lle-
vándose a término la subasta, los actuales demandantes
sufrieron una merma de garantías y una indefensión
material sin que, a falta de indicio que lo demuestre,
quepa presumir el conocimiento extraprocesal de los
recurrentes, residentes en otra ciudad. La observancia
del derecho fundamental alegado no queda a salvo, pues,
sino mediante la anulación de los actos procesales desde
el momento de la citación para subasta, a fin de que
se realice un nuevo señalamiento que les permita defen-
der sus derechos.

11. De otra parte, mediante escrito registrado en
este Tribunal el día 12 de marzo de 1997, el Procurador
de los Tribunales don Manuel Infante Sánchez, en la
misma representación, interpuso nueva demanda de
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amparo (registrada con el núm. 1.040/97), contra el
Auto de 14 de octubre de 1996 del Juzgado de Primera
Instancia núm. 6 de Burgos, recaído en juicio ejecutivo
333/1991 sobre reclamación de cantidad, y contra
Auto, de 19 de febrero de 1997, de la Sección Tercera
de la Audiencia Provincial de Burgos, que ratifica el ante-
rior al resolver recurso de apelación y deniega la nulidad
de actuaciones intentada en la instancia —contra la reso-
lución ya impugnada ante este Tribunal (recurso de
amparo núm. 3.029/96)—.

12. La presente reproduce en su literalidad la ante-
rior demanda de amparo con la única diferencia de la
mención de las resoluciones aquí impugnadas —Auto
desestimatorio de nulidad de actuaciones y Auto con-
firmatorio en apelación del anterior— y el añadido en
solicitud de acumulación del presente recurso de amparo
al registrado con el núm. 3.029/96.

13. Por providencia de 10 de noviembre de 1997,
la Sección Cuarta acordó admitir a trámite la demanda
de amparo y, en aplicación de lo dispuesto en el art. 51
LOTC, dirigir atenta comunicación tanto a la Sección
Tercera de la Audiencia Provincial de Burgos como al
Juzgado de Primera Instancia núm. 6 de Burgos, a fin
de que, en plazo que no excediese de diez días, remi-
tieran certificación o fotocopia adverada de las actua-
ciones correspondientes, respectivamente, al rollo de
apelación núm. 594/96 y a los autos de juicio ejecutivo
núm. 333/1991, debiendo previamente emplazarse
para que, en plazo de diez días, pudiesen comparecer
en el recurso de amparo, a quienes hubiesen sido parte
en el procedimiento.

14. Por providencia de la misma fecha, se acuerda
formar la oportuna pieza para la tramitación del incidente
sobre suspensión y, con arreglo a lo establecido en el
art. 56 LOTC, conceder un plazo común de tres días
a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal para alegar
lo que estimasen oportuno sobre dicha suspensión. Eva-
cuado el trámite —mediante escritos de los recurrentes
y del Fiscal, de 14 y 21 de noviembre de 1997, en
solicitud de la suspensión de la resolución recurrida—
la Sala acordó, por Auto de 15 de septiembre de 1997,
declarar la falta de objeto de la petición de suspensión,
toda vez que la misma ya fue concedida por el ATC
98/1997 y confirmada por el ATC 281/1997.

15. Por providencia de 12 de enero de 1998, la
Sección Cuarta acordó tener por personados y parte en
el procedimiento a los Procuradores señora Millán Valero
y Dorremochea Aramburu, en nombre y representación
de don Antonio Cenea Bernedo y de «Iberaval, S. G. R.»
sociedad de garantía recíproca, resultante de la fusión
de «Sogacal, S. G. R.» y de Soteca; así como dirigir atenta
comunicación al Juzgado de Primera Instancia núm. 6
de Burgos a fin de que, a la mayor brevedad, indicase
si se habían practicado todos los emplazamientos
interesados.

16. Por providencia de 26 de enero de 1998, la
Sección Cuarta acordó dar vista de las actuaciones reci-
bidas y de las remitidas en su día por el Juzgado de
Primera Instancia —para el recurso de amparo núm.
3.029/96— a todas las partes personadas y al Ministerio
Fiscal, por plazo común de veinte días, para que pudiesen
presentar las alegaciones que estimasen pertinentes,
conforme determina el art. 52.1 LOTC, y asimismo alegar
lo que estimasen oportuno respecto a la posible acu-
mulación del presente recurso al referido núm.
3.029/96.

17. Mediante escrito registrado en este Tribunal
el 10 de febrero de 1998, la representación procesal
de los demandantes presentó sus alegaciones dando,
en lo sustancial, por reproducidas las consideraciones

fácticas y jurídicas ya formuladas en la demanda de
amparo e insistiendo asimismo en su solicitud de acu-
mulación del presente recurso al registrado con el núm.
3.029/96, en atención a que la vulneración en que se
amparan ambos recursos es idéntica.

18. La representación procesal del señor Cenea Ber-
nedo presentó sus alegaciones por escrito presentado
en el Juzgado de guardia el 20 de febrero de 1998
y registrado en este Tribunal el siguiente día 23, que,
en lo sustancial, no sólo no se opone a la acumulación
de los dos recursos sino que la considera conveniente,
por razones de economía y celeridad procesal y para
evidenciar la vulneración del art. 44.1 a) LOTC en que
habrían incurrido los demandantes; vulneración a la que
se sumaría el incumplimiento del presupuesto procesal
de falta de invocación del derecho vulnerado ante la
jurisdicción ordinaria [art. 44.1 c) LOTC] y, en todo caso,
la carencia de contenido de la queja aducida por cuanto
no habría existido la indefensión material precisa para
entender vulnerado el derecho constitucional que se
alega.

Se concluye suplicando la acumulación del presente
recurso de amparo al núm. 3.029/96 y su denegación
por la causa de inadmisión prevista en el art. 44.1 c)
LOTC o, subsidiariamente, por inexistencia de indefen-
sión alguna lesiva del derecho a la tutela judicial efectiva
que se alega.

19. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
guardia el 20 de febrero de 1998 y registrado en este
Tribunal el siguiente día 23, presentó sus alegaciones
la representación procesal de la entidad «Iberaval,
S. G. R.» —que aporta el original en escrito registrado
el día 27 de febrero de 1998— oponiéndose tanto a
la acumulación de los recursos por entender que en el
registrado con el núm. 3.029/96 concurren las causas
de inadmisión establecidas en el art. 43.3 y 44.1 a) LOTC,
como a la admisibilidad del presente recurso de amparo
por la falta de previa invocación en vía judicial del dere-
cho constitucional alegado [art. 44.1 c) LOTC]. Y, en
relación con el fondo, sin perjuicio de considerarla una
pretensión resuelta en otras decisiones del Tribunal
Constitucional que se citan, se niega la existencia de
la indefensión pretendidamente padecida en atención
a la conducta pasiva y desatenta de los recurrentes que,
desde el primer momento, se situaron al margen del
procedimiento.

Concluye suplicando del Tribunal que no se acumulen
los recursos y que, en todo caso, se proceda a una pronta
resolución del núm. 3.029/96 denegando el amparo soli-
citado por inexistencia de la indefensión aducida.

20. El escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal
se registró de entrada en este Tribunal el día 23 de
febrero de 1998. A partir de la constatación de la iden-
tidad subjetiva, objetiva y de la causa petendi en ambos
recursos de amparo, que únicamente difieren en las reso-
luciones impugnadas, el Fiscal propugna una solución
coherente que, previa su acumulación, lleve a un pro-
nunciamiento sobre la cuestión de fondo planteada en
los mismos.

Por referencia a su informe, de 4 de julio de 1997,
evacuado en relación con la pretendida revocación de
la suspensión acordada en el recurso núm. 3.029/96,
y partiendo de la aptitud del incidente de nulidad de
actuaciones intentado (vía recursos de reposición y ape-
lación) para remediar la lesión aducida en amparo, sos-
tiene el Fiscal que, si bien debió esperarse a que la vía
judicial estuviese agotada antes de venir en amparo, al
no ser la nulidad pedida una vía de prolongación artificial
del plazo para la interposición del recurso de amparo,
resuelto el incidente, por lo que al segundo recurso de
amparo se refiere, procederá estimar ya cumplido el
requisito de temporaneidad del art. 44.2 LOTC.
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Y en cuanto al fondo de la pretensión, se ratifica
el Fiscal en su petición de amparo por las razones ya
esgrimidas en el anterior escrito de alegaciones y en
el ya referido informe adicional; en consecuencia, inte-
resa que, previa la acumulación del presente recurso
al núm. 3.029/96, se dicte Sentencia otorgando el ampa-
ro solicitado por indefensión material lesiva del derecho
a la tutela judicial efectiva.

21. Por Auto, de 16 de marzo de 1998, la Sala
Segunda acordó la acumulación al recurso de amparo
núm. 3.029/96 del recurso de amparo registrado con
el núm. 1.040/97, llevando nota a éste último de la
acumulación acordada.

22. Por providencia de fecha 10 de febrero
de 2000, se señaló el día 14 siguiente, para deliberación
y votación de la presente Sentencia.

II. Fundamentos jurídicos

1. Las demandas de amparo mediante las que se
inician los recursos núms. 3.029/96 y 1.040/97 se diri-
gen, respectivamente, contra el Auto, de 27 de marzo
de 1996, del Juzgado de Primera Instancia núm. 6 de
Burgos, recaído en juicio ejecutivo 333/91 sobre recla-
mación de cantidad, en cuya virtud se adjudica a un
tercero la vivienda de los actuales recurrentes en amparo,
y contra el Auto, de 19 de febrero de 1997, de la Sección
Tercera de la Audiencia Provincial de Burgos que deses-
tima en apelación el Auto, de 14 de octubre de 1996,
del Juzgado de Primera Instancia ya referido, que denegó
la nulidad de actuaciones formulada en la instancia con-
tra la resolución primeramente citada.

Las demandas de amparo que, por causa de su sucesiva
interposición, difieren formalmente en cuanto se dirigen
contra resoluciones distintas, coinciden en cambio por lo
que a los demandantes, objeto del amparo y causa petendi
se refiere. Se invoca como vulnerado el art. 24.1 C.E.
y, más concretamente, se alega indefensión material lesi-
va del derecho a la tutela judicial efectiva; indefensión
que se anuda al hecho de que, pese a haber sido decla-
rados en rebeldía los recurrentes y, sin embargo, haber
conocido de la existencia del procedimiento seguido con-
tra ellos por habérseles notificado personalmente diver-
sas resoluciones a lo largo del mismo, contrariando la
diligencia razonablemente exigible en lo tocante a los
actos de comunicación procesal, devuelto el aviso de
recibo de la citación para la subasta dirigido al domicilio
de la mercantil demandada —y no al de los recurrentes,
como era perfectamente factible por constar en autos—,
en vez de volver a intentarlo en la dirección indicada,
el Juez prosiguió con la subasta acordada privando a
los recurrentes de la posibilidad de asistir a la misma
en defensa de sus derechos.

Por su parte, las ejecutantes niegan la existencia de
indefensión constitucionalmente relevante por entender
que, habiendo tenido perfecto conocimiento del proce-
dimiento seguido contra ellos, no obstante su rebeldía,
los demandantes habrían provocado con su propia con-
ducta la indefensión que dicen haber padecido. Y, en
un plano formal, cuestionan la admisibilidad de los pre-
sentes recursos de amparo, por concurrencia de las cau-
sas de inadmisión previstas en el art. 44.1 a) —recurso
de amparo núm. 3.029/96— y art. 44.1 c) —recurso
de amparo núm. 1.040/97—, ambos de la LOTC.

El Fiscal ante el Tribunal Constitucional, que excluye
que pueda declararse al mismo tiempo la falta de ago-
tamiento, en el primer caso, y la extemporaneidad por
actuación dilatoria, en el segundo, interesa el otorga-
miento del amparo por entender que del hecho de hallar-
se los recurrentes en rebeldía y de que, personalmente
notificados, dejasen de recurrir una sentencia, no se coli-
ge que el Juez no estuviese obligado a intentar nue-

vamente la notificación personal en el domicilio de los
demandantes de amparo antes de proseguir con la
subasta. Al no haberse hecho así, se mermaron sus
garantías causándoseles una indefensión material lesiva
del derecho alegado.

2. A la vista de las diversas alegaciones, y antes
de entrar a resolver sobre el fondo, se hace preciso des-
pejar las dudas sobre la admisibilidad de los recursos
de amparo acumulados por la falta de agotamiento de
la vía judicial (recurso de amparo núm. 3.029/96) y por
la falta de previa invocación del derecho en vía judicial
(recurso de amparo núm. 1.040/97).

Coinciden así los ejecutantes, el señor Cenea Bernedo
y la entidad «Sogacal, S. G. R.» —«Iberaval, S. G. R.»,
tras su fusión con Soteca—, en cuestionar la admisibilidad
del recurso de amparo núm. 3.029/96 apreciando la
concurrencia de la causa de inadmisión prevista en el
art. 44.1 a) LOTC. El curso seguido por la nulidad de
actuaciones instada por los ahora demandantes habría
evidenciado —se dice— la manifiesta falta de agotamiento
de todos los recursos utilizables dentro de la vía judicial
al tiempo de promover dicho recurso de amparo. En
una línea semejante, y supuesto que los recurrentes
debieron haber esperado a que la vía judicial estuviese
agotada antes de venir en amparo, así como admite
que al no haberse procedido así pudo haberse incum-
plido lo establecido en el art. 44.1 a) LOTC, excluye
el Fiscal, en aras de la coherencia derivada de la acu-
mulación de los dos recursos de amparo, que la nulidad
de actuaciones simultáneamente instada por los deman-
dantes de amparo pueda ser vista como una vía de pro-
longación artificial o dilatoria del plazo legalmente esta-
blecido (art. 44.2 LOTC) para la interposición del recurso
de amparo.

Si la vía de la nulidad de actuaciones ensayada por
los recurrentes, con independencia del concreto resul-
tado alcanzado, pudiese ser entendida como un cauce
apto al efecto de remediar la vulneración del derecho
fundamental asimismo alegada en amparo porque, como
dice el Fiscal, en la hipótesis de que hubiese prosperado
la pretensión deducida la consecuencia no hubiese sido
otra que la retroacción del procedimiento al momento
de la citación para la subasta, habríamos de concluir
que el recurso de amparo interpuesto al tiempo que se
intentaba aquella incumplió la inexcusable exigencia de
falta de agotamiento de todos los recursos utilizables
dentro de la vía judicial lo que llevaría ahora a declarar
su inadmisión mediante Sentencia.

Ahora bien, dado el tiempo de interposición de este
recurso de amparo, sin perjuicio de que el incidente se
tramitase y entrasen los órganos judiciales a pronun-
ciarse sobre el fondo de la pretensión deducida, con
arreglo a nuestra doctrina se hace preciso descartar la
idoneidad o utilidad de la nulidad de actuaciones como
cauce para remediar la indefensión supuestamente pade-
cida en este caso, dado que hemos de partir de que
el 5 de julio de 1996, día en que el recurrente tuvo
conocimiento del Auto de adjudicación, habían trans-
currido con exceso los plazos para poder recurrir contra
él. En efecto, según reiterada jurisprudencia, de la que
la STC 75/1994, de 14 de marzo, bien puede ser expo-
nente, «declarada la constitucionalidad del art. 240.2
L.O.P.J. (STC 185/1990, de 15 de noviembre), es indu-
dable que una vez que haya recaído Sentencia definitiva,
la nulidad de las resoluciones judiciales sólo puede hacer-
se valer mediante la articulación de recursos extraor-
dinarios o del amparo constitucional... y, por tanto, pro-
mover entonces un incidente de nulidad de actuaciones
entraña la utilización de un medio de impugnación legal-
mente inexistente o manifiestamente improcedente y,
por ende, una prórroga artificial del perentorio plazo de
caducidad establecido para interponer el recurso de
amparo» (FJ 2).



BOE núm. 66. Suplemento Viernes 17 marzo 2000 37

3. De otra parte, en relación con el otro recurso
de amparo, el núm. 1.040/97, denuncian los ejecutantes
la falta de previa invocación en vía judicial del derecho
constitucional alegado [art. 44.1 c) LOTC]. A este res-
pecto, no cabe sino constatar la identidad de la cuestión
planteada en el incidente de nulidad y en el recurso
de amparo y la suficiente acotación del contenido del
derecho constitucional que se dice vulnerado, de modo
que antes de que pudiese hacerlo este Tribunal ya se
habrían pronunciado los órganos judiciales —en este
caso, el Juzgado de Primera Instancia núm. 6 de Burgos
y la Sección Tercera de la correspondiente Audiencia
Provincial— (STC 77/1999, de 26 de abril, por otras),
dejando así a salvo el carácter necesariamente subsi-
diario del recurso constitucional de amparo (SSTC
146/1998, de 30 de junio, 57/1996, de 4 de abril,
entre otras) y, en cuanto habrían tenido la oportunidad
de argumentar y defender su posición, los derechos de
la otra parte en el proceso (SSTC 143/1996, de 16
de septiembre, 168/1995, de 20 de noviembre, entre
otras). En todo caso, establecida la inutilidad o ineptitud
de esta vía, pierde aquí sentido esta tacha.

Ciertamente, el recurso de amparo núm. 1.040/97
ha de inadmitirse, pero no a causa de una supuesta
falta de invocación del derecho alegado, sino, en lógica
consecuencia con lo ya dicho en relación con el recurso
núm. 3.029/96, por su extemporánea interposición. Si
la nulidad de actuaciones instada por los recurrentes,
no obstante haber sido admitida a trámite y haber dado
lugar a dos resoluciones, en primera y segunda instancia,
se estima un recurso inutilizable a los efectos de lo esta-
blecido en el art. 44.1 a) LOTC, entonces su interposición
contra resoluciones dictadas en respuesta a un medio
de impugnación inexistente se ha de entender una actua-
ción dilatoria que, en cuanto prorroga artificialmente el
plazo legalmente establecido para la interposición del
recurso de amparo, desconociendo su carácter de indis-
ponible plazo de caducidad (SSTC 201/1998, de 14
de octubre, 209/1998, de 27 de octubre, y 210/1998,
de 27 de octubre, por otras), lleva a su extemporánea
interposición.

4. Salvada la duda de admisibilidad respecto del
recurso del amparo núm. 3.029/96, la cuestión a resol-
ver sigue siendo, no obstante, la misma, la relativa a
la queja de indefensión material lesiva del derecho a
la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.) que, contra el
criterio de los ejecutantes, los recurrentes, y con ellos
el Fiscal ante este Tribunal, anudan a la falta de la debida
notificación personal de la subasta de los bienes embar-
gados.

Antes de dar una respuesta procede enunciar bre-
vemente las líneas directrices de nuestra jurisprudencia
a propósito de la cuestión deducida en amparo. Es rei-
terada la doctrina de este Tribunal, ya desde la STC
9/1981, de 31 de marzo, que el art. 24.1 C.E. contiene
un mandato implícito al legislador y al intérprete para
promover el derecho de defensa lo cual comporta la
exigencia, en lo posible, del emplazamiento personal de
los afectados y, desde otra perspectiva, la limitación del
empleo de la notificación edictal sólo para aquellos
supuestos en los que no conste el domicilio de quien
haya de ser emplazado o bien se ignore su paradero
(STC 141/1989, de 20 de julio, 36/1987, de 25 de
marzo, por otras). Es por ello, se ha dicho, exigible en
tales casos que el órgano judicial observe una especial
diligencia agotando previamente todas aquellas moda-
lidades aptas para asegurar en mayor grado la recepción
por su destinatario de la notificación de modo que, al
tiempo que cumple con las formalidades legalmente
establecidas, se asegure de que el destinatario del acto
de comunicación efectivamente lo reciba (SSTC
227/1994, de 18 de julio, 108/1994, de 11 de abril,

por otras) de modo que, si bien esta diligencia exigible
al órgano judicial no llega hasta el extremo de salvar
comportamientos absolutamente negligentes o contra-
rios a la buena fe de aquellos destinatarios de los actos
de comunicación que, sin perjuicio de posibles irregu-
laridades en su práctica, hubiesen llegado a tener un
conocimiento efectivo y temporáneo y, por tanto, hubie-
sen podido ejercitar su derecho de defensa (SSTC
160/1995, de 6 de noviembre, 227/1994, de 18 de
julio, 78/1993, de 1 de marzo, por otras), sí empece
que, por ejemplo, cuando no pueda practicarse el empla-
zamiento personal en un determinado local, por hallarse
éste cerrado, se acuda a la notificación edictal antes
de intentar un emplazamiento domiciliario o mediante
entrega de cédula practicada con arreglo a lo previsto
en el art. 268 LEC (STC 186/1997, de 10 de noviembre)
o que cuando, fallida la práctica de una notificación pos-
tal, por hallarse el afectado ausente en horas de reparto,
en lugar de proceder a la notificación personal, mediante
exhorto, por radicar la sede del Juzgado en otra ciudad,
acuda el Juez directamente a ese medio subsidiario y
último que es la notificación por edictos (STC 141/1989,
de 20 de julio).

Asimismo, enfrentando la supuesta inexorabilidad
procesal de la subasta en relación con un procedimiento
de ejecución ex art. 131 de la Ley Hipotecaria, hemos
dicho que «la notificación al deudor de los requisitos
de lugar, tiempo de celebración de la subasta de la finca...
permite a aquél poder satisfacer el importe de lo adeu-
dado con anterioridad a la adjudicación del bien (argu-
mento ex art. 1.498 L.E.C.) además de posibilitar su inter-
vención en orden a oponerse a cualquier posible irre-
gularidad que pudiese acaecer...» (STC 52/1998, de 3
de marzo, FJ 3).

5. En el presente caso, consta acreditado que el
órgano judicial ordenó que se notificase la celebración
de la subasta a los demandados, y ahora recurrentes
en amparo, mediante correo certificado con acuse de
recibo y, subsidiariamente, por edictos. Y consta asimis-
mo que esa carta certificada se remitió a la dirección
de la entidad mercantil «Casablanca Miranda, S. L.», y
que en dicha sede fue «rehusada», sin que pueda enten-
derse, por contra, desacreditada la afirmación de los
actuales recurrentes en el sentido de que, al no haber
llegado a sus manos dicha notificación, la primera noticia
de que se había celebrado la subasta la recibieron del
adjudicatario del inmueble de su propiedad por telegra-
ma dirigido a su domicilio.

A partir de estos hechos, sostienen los recurrentes
y, con ellos, el Fiscal ante este Tribunal, que al haberse
procedido a notificar por edictos sin intentar la notifi-
cación personal, legalmente exigida y acordada por el
Juzgado, se vieron privados de la posibilidad de acudir
a la subasta y, por tanto, quedaron en una situación
de indefensión lesiva del derecho a la tutela judicial efec-
tiva que a todos se reconoce en el art. 24.1 C.E.

Los ejecutantes, en línea con la tesis mantenida en
los Autos recaídos en resolución de la nulidad de actua-
ciones intentada por los demandantes de amparo, nie-
gan, por su parte, que de la pretendida falta de noticia
relativa a la subasta haya derivado indefensión alguna
para los recurrentes, por cuanto ni dicha comunicación
sería preceptiva ni consta tampoco que la ausencia de
entrega efectiva les causase perjuicio alguno, dado que
conocían del proceso de ejecución seguido contra sus
bienes y, pudiendo haber reaccionado a tiempo, no lo
hicieron en ningún momento.

Pues bien, con ser cierto que, en el presente caso,
los demandados permanecieron en rebeldía a lo largo
del procedimiento y que, no obstante haber sido oca-
sionalmente notificados de diversas actuaciones a lo lar-
go del mismo, no llegaron a reaccionar en ningún
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momento siendo finalmente condenados mediante Sen-
tencia, no recurrida, que devino firme, y sin entrar a
valorar esa determinada estrategia de defensa, como
bien sostiene el Fiscal, ello no quiere decir que no hubie-
sen de notificárseles en lo sucesivo las incidencias que
les pudiesen afectar y, por lo que ahora importa, la cele-
bración de la subasta del piso que habitaban.

Debiendo ser, pues, personalmente notificada a los
demandados una resolución que manifiestamente les
afectaba, por cuanto ni se ignoraba su paradero, ni era
tampoco desconocido un domicilio que, según se acre-
dita, consta en las actuaciones, la decisión judicial de
proceder a la notificación edictal, prevista subsidiaria-
mente para el caso de que resultase fallida la notificación
personal a los demandados, sin haber intentado nue-
vamente hacer efectiva la notificación personal ordena-
da, les produjo indefensión; máxime teniendo en cuenta
que el órgano judicial habría podido constatar sin difi-
cultad alguna que el domicilio de los demandados no
era el que figuraba en la carta certificada con acuse
de recibo, sino otro distinto pero que, entre otros docu-
mentos obrantes en autos, constaba en diversos escritos
de la actora. Indefensión que, en la medida en que no
ha quedado acreditado ante este Tribunal el posible
conocimiento extraprocesal por parte de los recurrentes
de la celebración de la subasta de su vivienda (SSTC
31/1998, de 11 de febrero, 110/1997, de 3 de junio,
por otras) ni, a diferencia de lo en algún otro supuesto
ha podido ser el caso, se produjo tampoco cambio de
domicilio alguno que se dejase de comunicar (STC
52/1998, de 3 de marzo), es, sin duda, constitucional-
mente relevante.

Así pues, proyectada ya nuestra doctrina a las cir-
cunstancias concurrentes en el presente caso, se ha de
constatar que, al decretar la notificación por edictos,
sin asegurarse previamente de que la notificación per-
sonal intentada efectivamente llegó a manos de los
demandados, el Juzgado omitió brindar a los recurrentes
la tutela judicial efectiva sin indefensión que ahora recla-
man en amparo. Procede, por tanto, el otorgamiento
del amparo solicitado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo núm. 3.029/96 y, en
consecuencia:

1.o Reconocer que se ha vulnerado el derecho de
los recurrentes a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.).

2.o Restablecerles en su derecho y, a tal fin, anular
todos los actos procesales desde el momento de la cita-
ción para subasta al efecto de que, con retroacción de
actuaciones, se vuelva a señalar nuevamente, notificán-
dose a los recurrentes de manera respetuosa con su
derecho a la tutela judicial efectiva.

3.o Inadmitir el recurso de amparo núm. 1.040/97.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de febrero de dos mil.—Car-
les Viver Pi-Sunyer, Presidente.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

5095 Sala Segunda. STC 40/2000, de 14 de febre-
ro de 2000. Recurso de amparo 3.956/1996.
Promovido por el «Banco Central Hispanoa-
mericano, S. A.» frente a los Autos de la
Audiencia Provincial de Barcelona que con-
firmaron liquidación de indemnizaciones prac-
ticada en una causa por robo en una sucursal
bancaria. Supuesta vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva sin indefensión: el
procedimiento de tasación de costas, en vez
del de ejecución de Sentencias, no ha gene-
rado indefensión ni desviación del fallo eje-
cutado.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.956/96, interpuesto
por el «Banco Central Hispanoamericano, S. A.» (luego
«Banco de Santander Central Hispano, S. A.»), represen-
tado por el Procurador don Eduardo Codes Feijoo, con
la asistencia del Letrado don Fernando Merino Merchán,
contra el Auto de la Sección Segunda de la Audiencia
Provincial de Barcelona de 1 de octubre de 1996, deses-
timatorio del recurso de súplica interpuesto contra el
anterior Auto de 9 de julio de 1996, que a su vez había
confirmado la liquidación de indemnizaciones practicada
por el Secretario de Justicia de la Sala. Han intervenido
el Ministerio Fiscal y don Eugenio Padilla Cano, repre-
sentado este último por el Procurador don Juan Carlos
Estévez Fernández-Novoa y con asistencia letrada de don
Julio Padilla Carballada. Ha sido Ponente el Magistrado
don Tomás S. Vives Antón, quien expresa el parecer
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado el día 31 de octubre
de 1996 en el Juzgado de guardia de Madrid y registrado
en este Tribunal el siguiente día 5 de noviembre, el Pro-
curador de los Tribunales don Eduardo Codes Feijoo,
en nombre y representación del «Banco Central Hispano,
S. A.», formuló demanda de amparo contra el Auto rese-
ñado en el encabezamiento, con expresa solicitud de
suspensión cautelar del mismo.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la resolución del caso son,
en síntesis, los siguientes:

a) En agosto de 1985 varios ciudadanos españoles
desvalijaron las cajas de seguridad de la sucursal del
«Banco Hispano Americano, S. A.», de la calle Fontanella,
núms. 6 y 8, de Barcelona. Procesados los autores y
cómplices del robo, fueron condenados a penas de pri-
sión por la Audiencia Provincial de Barcelona, Sección
Segunda, en Sentencia de 3 de marzo de 1989. La mis-
ma Sentencia imponía a los condenados el pago de las
costas procesales y el abono a los perjudicados de «una
indemnización equivalente al importe de la tasación peri-
cial que se practique en ejecución de Sentencia, si no
hubiere sido practicada, de los objetos que figuran en
las relaciones de las ocho carpetas obrantes en la causa,
numeradas del uno al ocho, referentes a cajas violen-


